El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
REIVINDICATORIO / EMPRESA DE SERVICIOS PÚBLICOS / ES UNA ENTIDAD DE NATURALEZA PÚBLICA / POR ENDE, SUS BIENES SON IMPRESCRIPTIBLES / NO SE AFECTA SU CALIDAD DE PÚBLICA PORQUE EL RÉGIMEN LEGAL SIGA LAS NORMAS DEL DERECHO PRIVADO.
… es menester precisar que el juzgado de primera sede consideró demostrados los elementos de la acción propuesta; es decir, derecho de dominio en el demandante, posesión en el demandado Alquivar Suárez Gallego, identidad entre la cosa que se pretende y la poseída por el demandado y que se trata de cosa singular o cuota determinada de cosa singular.

Y al resolver la excepción que denominó el citado accionado “ejercicio de la posesión desde antes de la adquisición del inmueble por parte de la actora”, indicó que se estaba frente a un bien imprescriptible, lo que dio al traste con ella, pues el bien objeto del conflicto es de propiedad de una entidad de derecho público, lo que incluso justificó que por auto del 16 de abril de 2018 se rechazara de la demanda de pertenencia que como de mutua petición formuló el señor Suárez Vallejo contra la demandante en la acción principal, decisión que fue confirmada por Sala Unitaria de este tribunal, mediante proveído del 24 de agosto de 2018, que constituye cosa juzgada. (…)
Para demostrar la naturaleza jurídica de la empresa demandante, reposa en el plenario el certificado sobre su existencia y representación,  expedido por la Cámara de Comercio de Manizales, en el que se indica que es una sociedad anónima comercial, clasificada como empresa de servicios públicos mixta… 

Ese es el documento idóneo para acreditar la naturaleza jurídica de la entidad demandante, que como empresa de servicios públicos mixto es pública…
En conclusión, el bien que se pretende usucapir pertenece a una entidad de derecho público y por ende, se trata de uno imprescriptible, de acuerdo con el numeral 4º del artículo 375 del CGP.

La circunstancia alegada, de estar sometida la empresa demandante a las normas de derecho privado, no justifica reconocer como susceptible de adquirir por prescripción el predio en disputa, pues no puede confundirse su naturaleza jurídica con el régimen legal a que debe someterse, que son diferentes. (…)
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SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Juzgado de procedencia:
Civil del Circuito de Dosquebradas
Magistrada Ponente:

Claudia María Arcila Ríos

Proceso:


Reivindicatorio  y pertenencia en reconvención

Demandante:


Central Hidroeléctrica de Caldas CHEC SA ESP
Demandados:


Alquivar Suárez Gallego  y Jhon Jairo Betancourth
Radicación:


66170-31-03-001-2016-00113-03

Sentencia 1ª instancia:
Enero 31 de 2019

Audiencia 2ª instancia:
Enero 29 de 2020, 2 p.m.
HECHOS DEMANDA: (f 68 Y SS, C 1)  La Chec es propietaria del lote de terreno 2 San Bernardo, ubicado en el municipio de Dosquebradas, con MI 294-155, el que se describe por su ubicación y linderos; ese bien lo adquirió mediante dación en pago que le hizo Plásticos La Macarena S.A., por escritura pública No. 579 del 30 de abril de 1998, otorgada en la Notaría  Única de Villa María, Caldas; sobre el bien pasan  líneas de distribución de energía; reconoce ante los órganos competentes sus obligaciones fiscales, pago de impuesto predial, las que son permanente auditadas por el ente de control que la vigila; sin autorización del órgano de control de la entidad, en el mes de noviembre de 2013 tuvieron conocimiento de que los demandados se tomaron de manera arbitraria el predio y mediante Resolución 006 de octubre 30 de 2013, se resolvió querella presentada por la CHEC contra los accionados y decretó el statu quo, que fue conformada por la No. 007 del 4 de diciembre de 2013.
PRETENSIONES: Se ordene a los demandados la restitución del bien y se les condene a pagar las costas del proceso.
RESPUESTAS DEMANDA: El señor Alquivar Suárez Buitrago aceptó algunos hechos de la demanda, pero alegó ser poseedor del bien, mediante la suma de posesiones, desde antes de la fecha en que la entidad demandante adquirió el dominio. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las que denominó ejercicio de la posesión antes de la adquisición del inmueble por la actora, carga de prueba en cabeza de la demandante y prescripción adquisitiva.
DEMANDA DE RECONVENCIÓN: La formuló, pero fue rechazada por el juzgado y confirmada la decisión en este tribunal.
Jhon Jairo Betancourth Ríos respondió en términos similares, pero además propuso la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 31 de enero de 2019. En ella se declararon no probadas las excepciones propuestas; se ordenó a los demandados la restitución del bien dentro de los 10 días siguientes a la ejecutoria del fallo y se les condenó en costas. 
Para decidir así, consideró demostrados los elementos de la acción reivindicatoria (se les entrega copia).

APELACIÓN: Inconforme con la decisión, el apoderado de los demandados la apeló. (Los reparos están por escrito) 

AUTO DE SALA UNITARIA: En ejercicio de la facultad conferida por el artículo 169 del CGP, de oficio, se ordena tener como prueba la copia auténtica de la escritura pública  No. 3.312, otorgada el 11 de diciembre de 1996 ante la Notaría Única del municipio de Dosquebradas, Risaralda, por medio de la cual el representante legal de la sociedad Plásticos La Macarena Ltda., propietaria del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 296-0054015 de la ORIP de Santa Rosa de Cabal, lo desengloba en dos lotes de terreno; uno de ellos, el que es objeto de controversia en este proceso.

Oídos los alegatos, se aceptó el desistimiento que al segundo de los reparos formulados frente a la sentencia de primera instancia hizo el apoderado del recurrente.

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Procede la Sala a dictar sentencia de segunda instancia en este proceso reivindicatorio que promovió  la Central Hidroeléctrica de Caldas CHEC SA ESP contra Alquivar Suárez Gallego y Jhon Jairo Betancourth

CONSIDERACIONES 

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y ninguna nulidad se observa que pueda invalidar lo actuado. 

2. Respecto de la legitimación en la causa, es necesario comenzar por decir que la activa se ha definido como la cualidad de titular del derecho subjetivo que se invoca y por pasiva, la calidad de obligado a ejecutar la prestación correlativa. Su ausencia se producirá cuando a pesar de concurrir a un proceso demandante y demandado, carece el primero de interés jurídico digno de protección o por no ser el segundo el llamado a satisfacer la obligación que se le reclama. En cualquiera de tales eventos la sentencia ha de ser de mérito, desestimatoria de las pretensiones, porque el fenómeno que se analiza es elemento propio de la pretensión y no de la acción.

Sobre el tema dijo la Corte Suprema de Justicia:

“5. La legitimación en la causa consiste en ser la persona que la ley faculta para ejercitar la acción o para resistir la misma, por lo que concierne con el derecho sustancial y no al procesal, conforme lo ha tiene decantado la jurisprudencia. 

En efecto, esta ha sostenido que “el interés legítimo, serio y actual del “titular de una determinada relación jurídica o estado jurídico” …, exige plena coincidencia “de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva)…(Sala de Casación civil, sentencia del 24 de julio de 2012, expediente 110131030261998-21524-01, M.P. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, reiterada en la sentencia SC16279-2016 del 11 de noviembre de 2016, con ponencia del Dr. Ariel Salazar Ramírez.

El artículo 946 del CC define la reivindicación o acción de dominio como aquella que tiene el dueño de una cosa singular, de que no está en posesión, para que el poseedor de ella sea condenado a restituirla, de donde surge que por activa está legitimado el propietario del bien y por pasiva, su poseedor.
2.1 En el asunto bajo estudio, la parte demandante está legitimada en la causa, en su calidad de propietaria del inmueble pretendido en reivindicación, como lo acreditan los siguientes documentos:

2.1.1 Copia de la escritura pública No. 3.312, otorgada el 11 de diciembre de 1996 ante la Notaría Única del municipio de Dosquebradas, Risaralda, por medio de la cual el representante legal de la sociedad Plásticos La Macarena Ltda., propietaria del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 296-0054015 lo desengloba en dos lotes de terreno; uno de ellos, el lote No. 2, se describe así “compuesto de 4.842 metros cuadrados, enmarcado dentro de los siguientes linderos: Norte en toda su extensión, con la variante La Romelia El Pollo; oriente con lote No. 1 del desenglobe; suroccidente con predio del señor Diego Santacoloma Villegas”. (F 170 y ss C 1).

2.1.2 Copia de la escritura pública No. 579 del 30 de abril de 1998,  otorgada en la Notaría de Única de Villamaría, Caldas, por medio de la cual, la sociedad Plásticos La Macarena Ltda. entrega en dación en pago a la Central Hidroeléctrica de Caldas S.A. ESP, el derecho de dominio y posesión sobre el lote 2 que se acaba de identificar. (F 1 y ss, C 1)
2.1.3 Esos actos aparecen inscritos en el folio de matrícula inmobiliaria No. 295-155 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas. ( F. 7 y 8, C 1)
Los documentos descritos, como ya se anunciara, acreditan que la entidad demandante es la titular del derecho de dominio sobre el inmueble pretendido en acción de dominio y por ende, que está legitimada en la causa por activa.

2.2 Por pasiva lo está el señor Alquivar Suárez Gallego, como poseedor de ese bien, hecho admitido por las partes y que por ende, no fue objeto de controversia en el plenario.
No lo está el señor Jhon Jairo Betencourth Ríos, en razón a que de acuerdo con la escritura pública No. 86 del 11 de enero de 2013, de la Notaría Tercera de Pereira, vendió al otro demandado la posesión y mejoras que tenía sobre el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 294-155 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas. (F 109 y ss, C 1) Además, negó ser poseedor de ese bien y ninguna prueba obra en el plenario para considerarlo tal.

El juzgado decidió no declarar probada la excepción que en tal sentido propuso, con el argumento de que se integró debidamente el litisconsorcio necesario, porque el citado señor ha sido poseedor del inmueble y porque la jurisprudencia ha dicho que el principio de que la acción reivindicatoria debe adelantarse contra el poseedor del bien no es absoluta, pues puede incoarse frente a quien habiendo sido poseedor ha dejado de serlo de acuerdo con el artículo 955 del CC, cuando se haya hecho imposible o difícil la persecución del bien, evento en el cual puede dirigirse contra el que enajenó la cosa, a efecto de obtener lo que ha recibido por ella, según haya actuado de buena o mala fe.

Esos argumentos no los comparte este tribunal, porque la acción debe dirigirse, de acuerdo con el artículo 946 del CC atrás citado, contra el actual poseedor del bien pretendido, no contra quienes en el pasado lo fueron, pues es aquel quien debe restituirlo en caso de prosperar la acción. Además, porque la demanda no se sustentó sobre supuestos como aquellos a que alude el artículo 955 de la misma obra, en que sustenta el juzgado su decisión.

En consecuencia, se declarará la falta de legitimación en la causa por pasiva en el señor Betancourth Ríos, frente a quien se negarán las súplicas de la demanda.

3. De acuerdo con los precisos límites que impone a este tribunal el artículo 328 del CGP corresponde determinar, de acuerdo con los reparos formulados por el apoderado del impugnante, si la sentencia debe revocarse para negar las pretensiones de la demanda.

4. Los reparos contra el fallo se analizan a continuación, fin para el cual es menester precisar que el juzgado de primera sede consideró demostrados los elementos de la acción propuesta; es decir, derecho de dominio en el demandante, posesión en el demandado Alquivar Suárez Gallego, identidad entre la cosa que se pretende y la poseída por el demandado y que se trata de cosa singular o cuota determinada de cosa singular.
Y al resolver la excepción que denominó el citado accionado “ejercicio de la posesión desde antes de la adquisición del inmueble por parte de la actora”, indicó que se estaba frente a un bien imprescriptible, lo que dio al traste con ella, pues el bien objeto del conflicto es de propiedad de una entidad de derecho público, lo que incluso justificó que por auto del 16 de abril de 2018 se rechazara de la demanda de pertenencia que como de mutua petición formuló el señor Suárez Vallejo contra la demandante en la acción principal, decisión que fue confirmada por Sala Unitaria de este tribunal, mediante proveído del 24 de agosto de 2018, que constituye cosa juzgada.

5. Esa conclusión no la comparte el impugnante, quien considera que la sociedad actora está sometida a las normas del derecho privado, de acuerdo con la sentencia SC 1064 de 2003. 
Considera la Sala:
Frente a la acción de dominio propuso el demandado Alquivar Suárez Gallego la acción de pertenencia, demanda de mutua petición que fue rechazada porque el bien pretendido es de una entidad de derecho público, decisión que confirmó este tribunal en Sala Unitaria.

Para demostrar la naturaleza jurídica de la empresa demandante, reposa en el plenario el certificado sobre su existencia y representación,  expedido por la Cámara de Comercio de Manizales, en el que se indica que es una sociedad anónima comercial, clasificada como empresa de servicios públicos mixta, con autonomía administrativa, patrimonial  y presupuestal, sometida al régimen general aplicable a las empresas de servicios públicos domiciliarios y a las normas que rigen las empresas del sector eléctrico. 

Ese es el documento idóneo para acreditar la naturaleza jurídica de la entidad demandante, que como empresa de servicios públicos mixto es pública, aspecto este último sobre el que dijo la Corte Constitucional en sentencia C-736 de 2007, en la que se concluyó:

“Así las cosas, de cara a la constitucionalidad del artículo 38 de la Ley 498 de 1998, y concretamente de la expresión “las empresas oficiales de servicios públicos domiciliarios” contenida en su literal d), la Corte declarará su exequibilidad, por considerar que dentro del supuesto normativo del literal g) se comprenden las empresas mixtas o privadas de servicios públicos, que de esta manera viene a conformar también la Rama Ejecutiva del poder público.”   

En conclusión, el bien que se pretende usucapir pertenece a una entidad de derecho público y por ende, se trata de uno imprescriptible, de acuerdo con el numeral 4º del artículo 375 del CGP.
La circunstancia alegada, de estar sometida la empresa demandante a las normas de derecho privado, no justifica reconocer como susceptible de adquirir por prescripción el predio en disputa, pues no puede confundirse su naturaleza jurídica con el régimen legal a que debe someterse, que son diferentes.

En efecto, de acuerdo con el artículo 50 de la ley 489 de 1998, la ley que disponga la creación de un organismo o entidad administrativa deberá determinar, entre otras cosas, su estructura orgánica, que comprende, además de otros factores, su naturaleza jurídica y el consiguiente régimen jurídico. Es decir, la misma ley los separa, y aunque se relacionan, no pueden considerarse iguales.
También la Ley 142 de 1994 que regula el régimen de los servicios públicos domiciliarios, que se aplica a la demandante de acuerdo con el artículo 1º, pues su objeto es la prestación del servicio público de energía como se indica en el certificado de existencia y representación ya descrito, en el artículo 17 se refiere a la naturaleza jurídica de las empresas de servicios públicos y dice que son sociedades por acciones cuyo objeto es la prestación de los servicios públicos, mientras que el 19 enlista las reglas relativas al régimen jurídico a que deben someterse. 

Es claro entonces que son distintos los términos naturaleza jurídica y régimen jurídico aplicable a las empresas encargadas de la prestación de servicios públicos, sin que al último pueda acudirse para determinar si un bien es o no prescriptible, sino al primero, de acuerdo con el numeral 4º del artículo 375 del CGP que, se insiste,  prohíbe adquirir por prescripción bienes de propiedad de alguna entidad de derecho público. 
Por tanto, el hecho de que una empresa de servicios públicos mixta, como lo es la entidad demandante, deba someterse al régimen jurídico que regula el derecho privado, no modifica su naturaleza jurídica que, se reitera, es pública. 

En consecuencia, el motivo de inconformidad que se analiza no tiene visos de prosperidad.

6. Aduce el demandado apelante, que el titulo con el que la sociedad demandante fundamenta la acción reivindicatoria es posterior a la posesión por él detentada.
Considera la Sala:

De acuerdo con los documentos que se describieron antes y que demuestran el derecho de dominio en la sociedad demandante, esta adquirió la propiedad del inmueble en controversia por escritura pública No. 579 del 30 de abril de 1998,  otorgada en la Notaría  Única de Villamaría, Caldas, por medio de la cual, la sociedad Plásticos La Macarena Ltda. le entregó en dación en pago el derecho de dominio y posesión sobre ese inmueble. 
El demandado alega que posee ese bien desde 1995, pues suma a su posesión la que ejercieron Alberto Echeverry Buitrago desde aquella fecha y Jhon Jairo Betancourth Ríos desde 2003 hasta 2013 cuando él la adquirió por compra, mediante escritura pública No. 86 de 11 de enero de ese año.
Este tribunal, en el auto que rechazó la demanda de reconvención propuesta por el recurrente para obtener se declarara que adquirió por prescripción extraordinaria el inmueble objeto de la acción de dominio, analizó ese argumento y en esa oportunidad se dijo que la Corte Suprema de Justicia ha enseñado que en ocasiones no será posible aplicar la restricción de la usucapión respecto de los bienes fiscales, porque ello implicaría desconocer un derecho legítimamente adquirido. En efecto, en el fallo del 6 de octubre de 2009, con ponencia de la Magistrada Ruth Marina Díaz Rueda, indicó:

“… existen eventos en los cuales es posible, no obstante la explícita prohibición legal, adquirir por prescripción el dominio de los bienes fiscales de una entidad de derecho público por cuanto en tales situaciones se predica la existencia y configuración de un derecho legítimamente adquirido, lo que ocurre cuando: a) La posesión del reclamante se inició y consumó antes del 1º de julio de 1971, fecha en la cual entró a regir el artículo 413 (hoy 407), numeral 4º, del Código de Procedimiento Civil. b) El señorío del promotor de la pertenencia se consuma durante la vigencia del precepto citado, pero antes de la fecha en que la entidad de derecho público se convierta en propietaria del bien. En ambos casos se protege el “derecho adquirido” por el particular, según lo proclamado por el artículo 58 de la Constitución Política, que en ejercicio y amparo de las facultades que le daba el sistema legal imperante le permitió poseer un bien con vocación de adquirir su dominio por el transcurso del tiempo y con el lleno de los restantes requisitos previstos por el legislador. Negarle el reconocimiento de esta prerrogativa prevista en el ordenamiento jurídico nacional implicaría un atentado contra la buena fe y la confianza legítima de estar actuando dentro del marco de lo permitido y autorizado”
. 

Y se agregó en el proveído a que se hace alusión, que en ninguna de tales circunstancias excepcionales se encuentra el accionante en la demanda de mutua petición, quien no consolidó su derecho a ganar por prescripción el dominio del bien pretendido antes del año 1971 y tampoco lo había hecho para cuando lo adquirió la tan referida entidad, pues de acuerdo con el relato fáctico considera que su posesión debe contarse desde el año 1995, mientras que como lo enseña la escritura pública aportada con la demanda principal, la sociedad accionada lo adquirió, mediante dación en pago, el 30 de abril de 1998 y entre esas dos fechas no corrió el término previsto por el legislador para adquirirlo en la forma como lo pretende. 

A esos mismos planteamientos acude ahora esta Corporación para controvertir el reparo que se analiza frente al fallo de primera sede, el que por tanto, tampoco  se acogerá.

7. Alega el demandado recurrente que el bien objeto de la acción reivindicatoria se reputa un bien particular, porque los bienes de las sociedades prestadoras de servicios públicos “que no estén prestando funciones inherentes a la actividad pública del servicio, se comportan como bienes particulares; siendo susceptibles de toda clase de acciones en su contra”.
Considera la Sala:

El numeral 4º de artículo 375 del CGP que declara como imprescriptibles los bienes de propiedad de las entidades de derecho público no consagra excepción alguna y por ende, la circunstancia de no estar destinados a la prestación de un servicio público tampoco autoriza adquirirlos por usucapión, pues podría estarlo en el futuro.
La Corte Constitucional, en sentencia C 530 de 1996, al analizar la exequibilidad del inciso 4º del artículo 407 del CPC que consagraba igual prohibición, dijo: “Uno de los fines esenciales del Estado es el de "servir a la comunidad", finalidad que se cumple cuando se prestan los servicios públicos. Y los bienes fiscales, en general, están destinados a garantizar la prestación de los servicios públicos. Tanto los bienes afectos a un servicio público, como aquellos que no lo están pero podrían estarlo en el futuro…”.
No prospera entonces el reparo que se analiza.
8. Aduce también el apoderado del demandado que el auto que rechazó la demanda de reconvención no constituye cosa juzgada, porque se encaminó a examinar el cumplimiento de los requisitos de la acción de pertenencia y como no se atendieron los precedentes y el espíritu de la norma que regula la prestación del servicio público por particulares, deviene como auto ilegal.

Ese reparo tampoco tiene visos de prosperidad. En efecto, el auto a que se refiere el impugnante no produce efectos de cosa juzgada de acuerdo con el artículo 303 del CGP, que se la otorga exclusivamente a las sentencias ejecutoriadas proferidas en procesos contenciosos.

Y aunque en las motivaciones del fallo que se revisa, dijo el funcionario de primer grado que esa providencia producía aquel efecto,  en esta se analizó lo relacionado con la calidad de bien imprescriptible aquel objeto de las pretensiones, no con  la finalidad de pronunciarse sobre la admisión de la demanda de mutua petición que fue rechazada por el juzgado de primera sede, decisión que se confirmó por este tribunal en sala unitaria, sino para resolver de fondo el asunto, con sentencia.
CONCLUSIONES Y DECISIÓN

Se confirmará entonces la sentencia impugnada, excepto en cuanto accedió a las pretensiones formuladas frente al señor Jhon Jairo Betancourth Ríos, que se revocará.

La empresa demandante pagará las costas causadas a favor del último mencionado, en ambas instancias. El señor Alquivar Suárez Gallego lo hará respecto de las que se causaron en esta sede, a favor de la parte actora, las que se liquidarán por el juzgado de primer grado en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso, previa fijación de las agencias en derecho, lo que se hará por auto posterior.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

1º CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 31 de enero de 2019, en la acción reivindicatoria que instauró la Central Hidroeléctrica de Caldas CHEC SA ESP contra Alquivar Suárez Gallego y Jhon Jairo Betancourth Ríos, excepto los numerales segundo y cuarto; en aquel se impuso al último la obligación de restituir el inmueble objeto del litigio y en este, lo condenó en costas, decisiones que SE REVOCAN. En su lugar, se niegan las pretensiones formuladas frente a tal señor y se condena a la parte demandante a pagarle las costas causadas en ambas instancias.
2º Se condena al señor Alquivar Suárez Gallego a pagar las costas causadas en esta sede, a favor de la parte actora.

3º Las costas impuestas en este fallo se liquidarán por el juzgado de primera sede en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso, previa fijación de las agencias en derecho, por auto posterior.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,
CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS

DUBERNEY HERRERA GRISALES

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Expediente No. 6600131030042003-00205-02
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